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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 31
               Agosto 14 y 15 de 2013
 


La revocatoria de los actos dispositivos del deudor previos a la iniciación de un proceso de insolvencia empresarial, no quebranta la presunción de buena fe

	 IV.  EXPEDIENTE D-9485  -   SENTENCIA  C-527/13  (agosto 14)
        M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 



1. Norma acusada

LEY 1116 DE 2006

(diciembre 27) 

  Por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia
ARTÍCULO 74. ACCIÓN REVOCATORIA Y DE SIMULACIÓN. Durante el trámite del proceso de insolvencia podrá demandarse ante el Juez del concurso, la revocación o simulación de los siguientes actos o negocios realizados por el deudor cuando dichos actos hayan perjudicado a cualquiera de los acreedores o afectado el orden de prelación de los pagos y cuando los bienes que componen el patrimonio del deudor sean insuficientes para cubrir el total de los créditos reconocidos:

1. La extinción de las obligaciones, las daciones en pago y, en general, todo acto que implique transferencia, disposición, constitución o cancelación de gravámenes, limitación o desmembración del dominio de bienes del deudor, realizados en detrimento de su patrimonio, o contratos de arrendamiento o comodato que impidan el objeto del proceso, durante los dieciocho (18) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, o del proceso de liquidación judicial, cuando no aparezca que el adquirente, arrendatario o comodatario, obró de buena fe.

2. Todo acto a título gratuito celebrado dentro de los veinticuatro (24) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización o del proceso de liquidación judicial.

3. Las reformas estatutarias acordadas de manera voluntaria por los socios, solemnizadas e inscritas en el registro mercantil dentro de los seis (6) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, o del proceso de liquidación judicial, cuando ellas disminuyan el patrimonio del deudor, en perjuicio de los acreedores, o modifiquen el régimen de responsabilidad de los asociados.

PARÁGRAFO. En el evento que la acción prospere, total o parcialmente, el acreedor demandante tendrá derecho a que la sentencia le reconozca a título de recompensa, una suma equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor comercial del bien recuperado para el patrimonio del deudor, o del beneficio que directa o indirectamente se reporte.
2.
Decisión
Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado en esta sentencia, el numeral 1) del artículo 74 de la Ley 1116 de 2006, “por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y se dictan otras disposiciones”.

3.
Síntesis de los fundamentos

Le correspondió a la Corte determinar, si vulnera el principio constitucional de buena (art. 83 C. Po.), la disposición legal que autoriza demandar la revocación o simulación de los actos dispositivos celebrados por el deudor durante los 18 meses anteriores al inicio del proceso de insolvencia, que disminuyan su patrimonio en perjuicio de cualquiera de los acreedores, cuando no aparezca demostrado que el adquirente, arrendatario o comodatario obró de buena fe. 

Después de precisar los elementos principales de reorganización empresarial y su fundamento constitucional, así como lo atinente al principio de buena fe y su alcance en las relaciones entre particulares, la Corporación llegó a la conclusión de que la revocatoria de los actos dispositivos del deudor previos a la iniciación de un proceso de insolvencia, no quebranta la presunción de buena fe sino que por el contrario busca tutelar este principio en las relaciones comerciales. 

Si bien la Corte reconoce que el artículo 74 de la Ley 1116 de 2006 en realidad invierte la carga probatoria, radicando en cabeza del adquirente, arrendatario o comodatario la obligación de demostrar las condiciones bajo las cuales se desarrollaron los negocios impugnados, ello no ocurre porque necesariamente se presuma que su conducta fue indebida o fraudulenta sino porque en virtud de la carga dinámica de la prueba son ellos quienes están mejor posicionados para ilustrar al juez del concurso respecto de la conducta desplegada en torno a cada uno de los actos mercantiles desplegados, lo cual es compatible con la jurisprudencia constitucional decantada sobre el particular. Contrario a lo señalado por los demandantes, con la norma acusada lo que el legislador ha buscado es justamente preservar la buena fe en las relaciones comerciales. De un lado, de los adquirentes, arrendatarios o comodatarios que antes de la iniciación del proceso de insolvencia celebraron algunos negocios con el deudor desplegando una conducta transparente y diligente; y de otro, de los acreedores que por los actos previos del deudor verían frustrada la posibilidad de hacer efectivo el pago de las obligaciones reconocidas a su favor. En otras palabras, el legislador ha buscado proteger a quien actuó de buena fe, aún cuando le exige demostrar la manera como se llevó a cabo su negociación.

En ese sentido, el Tribunal constata que la norma cuestionada consagra una medida de protección razonable encaminada a cumplir con los objetivos centrales de los procesos de insolvencia previstos en el artículo 1º de la Ley 1116 de 2006. En efecto, la revocatoria permite proteger el crédito por cuanto se recompone el patrimonio del deudor y con ello, las posibilidades de atender en mayor medida las obligaciones crediticias adquiridas. Al mismo tiempo, al acrecentarse el patrimonio se amplían las posibilidades de conservación de la empresa como unidad de explotación económica. Así mismo, constituye una herramienta idónea para hacer efectivos los principios de universalidad e igualdad tanto en el proceso de reorganización como en el de liquidación judicial, porque por esta vía se asegura que todo el patrimonio del deudor haga parte del proceso concursal (universalidad objetiva) y de esta forma, procurar la satisfacción de los derechos de los acreedores en condiciones de equidad.  

4.
Aclaración de voto

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una aclaración de voto acerca de uno de los argumentos en que se basa el actor para cuestionar la constitucionalidad del artículo 74 de la Ley 1116 de 2006. 
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